SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N°004
RADICACIÓN: 6617031040012015-00261-01

ACCIONANTE: JUAN CARLOS VÉLEZ GIRALDO

CONFIRMA 


DERECHO A LA SALUD DE RECLUSO/ Competencia mancomunada de las diferentes entidades adscritas al sistema nacional penitenciario y carcelario
“El concurso que en sentir de la Sala deben prestar tanto el INPEC por intermedio de sus Direcciones General y Regional Viejo Caldas, así como la USPEC, va encaminado a que cada una, dentro del marco de sus competencias, procure la salvaguarda de los derechos fundamentales de la población reclusa, y aunque la entidad recurrente explica que lo relativo a la salud de los internos no le corresponde, de la información que entregaron en sede de tutela las Direcciones del INPEC ya aludidas dan cuenta de lo contrario, y ello es así, por cuanto si bien sería la EPS-S a la que se halla afiliado el enfermo -CAPRECOM- la directamente obligada al suministro de los servicios incluidos en el Plan Obligatorio de Salud, se avizora con meridiana claridad que aquellos que se encuentren por fuera de tal cobertura le compete a la USPEC, conforme lo reglado en el artículo 10 del Decreto 2496/12.”
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-938 de 2007, T-060 de 2008 y T-324 de 2011.
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                                            RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA

       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintisiete (27) de enero de dos mil dieciséis (2016)

                                                                Acta de Aprobación No 50
                                                 Hora: 8:50 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el  Jefe de la Oficina Jurídica de la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios -en adelante USPEC-, contra el fallo proferido por la Juez Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), con ocasión de la acción constitucional presentada por el señor JUAN CARLOS VÉLEZ GIRALDO.

2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el señor VÉLEZ GIRALDO, se pueden concretar así: (i) se encuentra afiliado a CAPRECOM EPS y presenta una fractura desplazada de epífisis; (ii) en noviembre 21/15 el médico tratante le ordenó la realización de: “una placa bloqueada en radio distal”, “consulta especializada urgente por anestesiología” y “reducción abierta de fractura en segmento distal de cúbito o radio colles otros, con fijación interna”; (iii) ha asistido en varias oportunidades a la EPS donde se le indica que la autorización de los procedimientos e insumos para su cirugía se demoran aproximadamente dos meses; y (iv) lleva un mes sin habérsele dado solución alguna y su salud no da espera, pues el dolor que soporta es intenso.

Pide se tutelen sus derechos fundamentales a la seguridad social, salud y calidad de vida y por ende se ordene a CAPRECOM que autorice los insumos y procedimientos que requiere para su cirugía -acude a una medida provisional- e igualmente que se disponga su atención integral.  
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la tutela y concedida la medida provisional reclamada, la juez de primera instancia corrió traslado de la misma a las entidades encargadas de su cumplimiento: CAPRECOM; Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira; Direcciones Nacional y Regional del INPEC; Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios -USPEC-; líder Nacional del Proyecto CAPRECOM-INPEC y a la Subdirección de la EPS CAPRECOM, quienes al respecto así se pronunciaron:
- La Directora Regional del INPEC “Viejo Caldas”, expresa que en todo establecimiento carcelario hay un jefe de gobierno que es el Director quien vigilará todo lo que ocurra en el penal y por consiguiente allí se tiene que atender la petición del accionante y a su vez requerir a CAPRECOM para que autorice los medicamentos, valoraciones y procedimientos que demande el enfermo, toda vez que el contrato con CAPRECOM está vigente, siendo ésta la responsable de la atención en salud de la población reclusa; así mismo le concierne a la USPEC responder conjuntamente con CAPRECOM para que se preste una eficaz salud a los internos del Establecimiento Carcelario de Pereira.  Al considerar que dicha dirección no es responsable de brindar ni garantizar tal servicio a los detenidos, pide su desvinculación en la causa por pasiva.

- El Director del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira, expone que los servicios de salud del personal recluso está a cargo de CAPRECOM, sin que dicho penal reciba recursos para atender las necesidades que en tal tema demandan los internos y por ende se hace materialmente imposible proveer por su cuenta el tratamiento que requiere el actor, siendo CAPRECOM quien debe ofrecer el cuidado necesario y como se avizora de la historia clínica allegada dicha entidad le ha prestado atención en salud. Estima que no se amenaza ni vulnera el derecho reclamado y solicita se desvincule del trámite.

- El Ex Director Territorial de CAPRECOM, manifiesta que el accionante se encuentra afiliado y activo como población del INPEC, pero mediante resolución 01681 de septiembre 10/15 la Superintendencia Nacional de Salud autorizó el cierre de CAPRECOM en los municipios de Huila y Risaralda, por lo que la entidad se halla actualmente en etapa de liquidación y por ello el servicio de salud a los reclusos la ejerce y garantiza el nivel central, más concretamente la Líder Nacional del Proyecto CAPRECOM-INPEC y la Subdirectora EPS. Solicita en consecuencia desvincular a CAPRECOM territorial Risaralda y vincular a las referidas funcionarias al trámite -así lo dispuso el a quo pero éstas guardaron silencio-.
- El Coordinador del Grupo de Tutelas de la Dirección General del INPEC, indica que no ha vulnerado los derechos de la persona privada de la libertad al no ser responsable de la prestación del servicio de salud, pues tal función no es competencia del INPEC sino que recae en la USPEC y en CAPRECOM cuando se trata de procedimientos incluidos en el POS y en caso contrario corresponde a la USPEC disponer los recursos requeridos bien directamente o por medio de contratación. Pide se desvinculé a la Dirección General del INPEC y se ate al Ministerio de Salud y la Superintendencia del ramo.
- El Asesor Jurídico de la USPEC, expresa que dicha entidad no tiene la competencia para prestar, vigilar o hacer seguimiento al servicio de salud POS que realiza CAPRECOM a la población privada de la libertad y en lo que respecta a los asistencias excluidas suscribió contrato de seguro con QBE SEGUROS con vigencia hasta enero 24/16, a quien en consecuencia le atañe brindar al accionante los servicios de salud excluidos del Plan Obligatorio. Agrega igualmente que: (i) el verificar el servicio de salud que efectúa CAPRECOM es un deber legal del INPEC; (ii) la USPEC no tiene ni ha tenido vínculo con CAPRECOM; (iii) el modelo de atención en salud que ordena la Ley 1709/14 está siendo elaborado por la USPEC y el Ministerio de Salud y su implementación será gradual y progresiva; (iv) la financiación de los procedimientos NO POS se garantiza con una póliza de seguros; (v) existe falta de legitimación en la causa, en tanto a la USPEC no le incumbe suministrar el servicio de salud que le compete a CAPRECOM bajo supervisión y vigilancia del INPEC y en lo referente al NO POS corresponde a QBE SEGUROS, (vi) solicita se desvincule de la tutela pues lo pretendido no está dentro de sus funciones.
3.2.- Culminado el término constitucional el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.) tuteló los derechos fundamentales a la vida, a la salud y dignidad humana del señor JUAN CARLOS VÉLEZ GIRALDO y ordenó al Director del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la sentencia adopte las medidas necesarias ante CAPRECOM para suministrar lo necesitado por el actor con el fin de recibir una atención integral, así se encuentre excluida; así mismo, dispuso que CAPRECOM autorice dentro de igual lapso el procedimiento, citas e insumos que demande el cuidado del accionante. Finalmente requirió a las Direcciones General y Regional del INPEC y a la USPEC que presten la colaboración necesaria y verifiquen que al interno VÉLEZ GIRALDO se le brinden los servicios en salud de manera eficaz y pertinente.
4.- IMPUGNACIÓN

Dentro del término oportuno el Jefe de la Oficina Jurídica de la USPEC, allegó memorial mediante el cual expuso su inconformidad con el fallo, al considerar que: (i) la USPEC no tiene competencia legal ni contractual para adelantar trámites administrativos para atender a la población reclusa; (ii) para este caso solo tendría que vincularse a las entidades a quienes concierne prestar el servicio de salud y a no a esa unidad por carecer de potestad para obedecer el fallo del juez, en tanto no efectúa, vigila o hace seguimiento a la actividad que desarrolla CAPRECOM EPS con los detenidos; (iii) en cuanto a los servicios NO POS dio cumplimiento a lo reglado en el artículo 10 del decreto 2496/12 al suscribir contracto con QBE SEGUROS; (iv) la USPEC no es indiferente a las necesidades de salud de las personas detenidas, pero no puede ejercer tareas diferentes a las que le asigna la ley en virtud del principio de legalidad consagrado en el art. 121 C.N. y una decisión contraria afectaría al particular que ejerce la tutela, pues enfrentaría a la USPEC a una orden judicial para cuyo acatamiento no tiene atribución; (v) se oficiará a las entidades encargadas de suministrar el servicio de salud dispuesto para que procedan a respetar el mismo; (vi) la USPEC no es una dependencia del INPEC, y si bien hacen parte del Sistema Penitenciario y Carcelario y trabajan por el bienestar de los ciudadanos privados de la libertad, son organismos diferentes y autónomos, con cometidos y competencias distintas, por lo que a la USPEC -como a otros órganos de la administración- le está vedado extralimitarse en el ejercicio de sus funciones y facultades; y (vii) tal sentencia crea un precedente judicial al conminar a la entidad a cumplir una gestión por fuera del decreto 4150/11 en contravía de la Ley y la Constitución.

Pide en consecuencia se revoque la parte pertinente de la decisión y se desvincule a la USPEC del presente trámite al no tener competencia para asumir funciones que están por fuera de su decreto de creación, la Constitución y la Ley.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas (Rsda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde a esta magistratura evaluar el grado de acierto o desacierto que contiene la providencia dictada por la juez de primer nivel, y de acuerdo con la impugnación presentada establecer si en realidad hay lugar a revocar el fallo como lo pide la entidad accionada -USPEC-, al considerar que no tiene competencia para acatar la sentencia.
5.2.- Solución a la controversia

La tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. Es por ello que se erige en el instrumento válido con el que cuentan los ciudadanos para acudir ante cualquier juez de la República en procura de hacer respetar los derechos fundamentales que resulten afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir o de existir éste, se busque evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual el amparo procederá de manera transitoria.

Así mismo, la H. Corte Constitucional como máximo Tribunal Constitucional, en su labor orientadora se ha encargado de impartir directrices que contienen barreras procesales para proteger la naturaleza de la acción, dado que la tutela sólo está llamada a prosperar si se reúnen ciertos requisitos de procedibilidad. Al respecto se ha sostenido que:
“Conforme a su naturaleza constitucional, la acción de tutela es el mecanismo preferente de protección de los derechos fundamentales, cuyo ejercicio debe estar dirigido a obtener un amparo efectivo e inmediato frente a los actos u omisiones que los amenacen o vulneren. Es por ello que la acción de tutela no puede ser entendida como una instancia idónea para tramitar y decidir conflictos de rango legal, pues con éste propósito, el legislador dispuso los medios y recursos judiciales adecuados, así como las autoridades y jueces competentes”.

Por otro lado, es de resaltar que al tenor de los pronunciamientos del órgano de cierre en materia constitucional, el derecho a la salud entendido como el que se tiene de recibir una atención oportuna, eficaz y continua para restablecer las condiciones de salud de una persona, no requiere un análisis adicional a la luz de su conexidad con otras garantías fundamentales, dado que ya es considerado per se un derecho fundamental. Así se aprecia por ejemplo en el siguiente aparte: 

“Así pues, la jurisprudencia constitucional ha dejado de decir que tutela el derecho a la salud ‘en conexidad con el derecho a la vida y a la integridad personal’, para pasar a proteger el derecho ‘fundamental autónomo a la salud’.
 Para la jurisprudencia constitucional “(…) no brindar los medica​men​tos previstos en cualquiera de los planes obligatorios de salud, o no permitir la realización de las cirugías amparadas por el plan, constituye una vulneración al derecho fundamental a la salud.”
”
 

Basta acreditar por tanto que por parte de la entidad accionada se entorpece el acceso a los servicios de salud que deben prestarse de manera oportuna, eficaz y con calidad, para que el juez en sede de tutela pueda adoptar las determinaciones pertinentes para hacer cesar su vulneración, máxime cuando en el caso concreto, se trata de una persona que se encuentra en una relación especial de sujeción con el Estado, como es la condición que ostentan quienes se hallan privados de la libertad y si bien una de las consecuencias jurídicas más importantes es la posibilidad que tienen las autoridades penitenciarias y carcelarias de suspender o restringir el ejercicio de algunos de sus garantías fundamentales como la libertad de locomoción, la intimidad familiar y el libre desarrollo de la personalidad, esa misma dependencia impone al Estado el deber de respetar y garantizar integralmente otra serie de derechos que no admiten restricciones o limitaciones, como lo sería en este caso el de la Salud, el cual desde siempre ha protegido la Corte Constitucional bajo el entendido de ser ciudadanos que se encuentran en una relación de sujeción especial, y al respecto puntualizó:

“Se recalca que el respeto por la dignidad humana es una garantía de todas las personas, sin ninguna distinción. En consecuencia, es una obligación que todas las actuaciones estatales respecto a las personas privadas de la libertad se fundamenten en el respeto de este valor, principio y derecho fundamental.

No se requiere que la persona privada de la libertad se encuentre en una situación que amenace su vida para que se haga efectiva la obligación estatal de velar por la salud del interno, ya que la atención en salud cobija también políticas de prevención y la prestación de servicios que no constituyen urgencia. De lo anterior se concluye que el derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental impone al Estado, a través del Sistema Nacional Penitenciario y Carcelario, la obligación de garantizar a quienes se encuentran privados de la libertad el acceso efectivo al servicio de salud de manera oportuna, adecuada y digna, para lo que deberá ofrecer los cuidados médicos, asistenciales, terapéuticos o quirúrgicos que las personas privadas de la libertad requieran con necesidad y que hayan sido ordenados por el médico tratante

Las personas privadas de la libertad se encuentran en situación de debilidad manifiesta como consecuencia de la relación de sujeción referida, por lo que el Estado es el principal responsable de garantizar los cuidados adecuados para asegurar una existencia digna y tranquila. Dicha obligación implica que las instituciones penitenciarias y carcelarias tienen el deber de garantizar condiciones de vida digna, dentro del cual se incluye la obligación de proporcionar el mejor servicio médico científicamente admisible y humanamente soportable para toda la población carcelaria. Entonces, el deber de solidaridad frente a este grupo poblacional estará a cargo principalmente del Estado, en cuanto es la forma de asegurar el cumplimiento de las funciones sociales de la pena privativa de la libertad. Tal deber estará seguido por la responsabilidad del núcleo familiar del recluso y de la sociedad. Ahora bien, lo anterior no implica que el Estado solo se encuentre obligado frente a las personas que se encuentren recluidas en los centros penitenciarios. En aquellos casos en los que la persona que ya no se encuentre recluida debido a una enfermedad grave originada dentro del instituto penitenciario y carcelario, el Estado no podrá desprenderse de su obligación de prestar el servicio médico, ya que la obligación de vigilancia y cuidado durante la vigencia del cumplimiento de la pena y el deber de solidaridad estatal implican la prestación efectiva y de manera continua el servicio de salud manteniendo la dignidad del individuo. Así las cosas, el Estado, a través de los institutos penitenciarios y carcelarios, deberá garantizar las mejores condiciones de salud para las personas que se encuentren bajo la medida de prisión domiciliaria por razón de enfermedad grave ocurrida durante su reclusión. Igualmente, se comprometerá a realizar un esfuerzo mancomunado junto a la familia del recluso y la sociedad para contribuir a la atención en salud de estas personas, buscando lograr su recuperación total o la preservación de condiciones de vida dignas”.

En el caso concreto la actuación la originó la displicencia tanto del Centro Penitenciario a órdenes del cual se halla detenido domiciliariamente el señor JUAN CARLOS VÉLEZ HENAO como la EPS-S CAPRECOM, entidad ésta que es la encargada de brindar la atención médica que requiere a raíz de la fractura que presenta en su antebrazo derecho y el cual le genera fuertes dolores que menguan su calidad de vida. En ese sentido no podía haber sido diferente la orden emitida por la juez a quo, al proteger los derechos fundamentales que por parte de dichas entidades venían siendo conculcados al señor VÉLEZ HENAO, pues no podía pasarse por alto que en efecto las garantías constitucionales invocadas por el tutelante fueron quebrantadas al no prestársele en forma ágil y eficaz la atención que le fue dispuesta, pues pese a padecer de una fractura tuvo que esperar por algo más de un mes para que se le facilitara el servicio respectivo, lo cual solo acaeció como consecuencia de haber acudido ante el juez constitucional.
Y esa omisión es atribuible tanto a la Dirección del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira como a CAPRECOM EPS-S, pues debido a la situación de sujeción especial en que se encuentra el acá accionante -por su condición de persona privada de la libertad-, son esas dos dependencias las obligadas a garantizar su atención en salud y el oportuno suministro de los servicios médicos que requiere. 

Ahora bien, la inconformidad en la cual centra su disenso la USPEC, se hace consistir en el hecho de que fue “requerida” por parte de la juez de instancia, como igualmente se hizo con la Dirección General y Regional del INPEC, para que suministraran la colaboración necesaria y verificaran que al interno se le brinde el cuidado en salud que requiere, al considerar que tal orden no está dentro del marco de sus competencias lo que los conllevaría incluso a ejecutar actuaciones que irían en contravía de la Constitución y la Ley.

Contrario a la posición asumida por la USPEC, estima esta Colegiatura que el requerimiento que hoy censura no está encaminado a que sea tal Unidad quien deba adelantar los trámites pertinentes para lograr que al señor JUAN CARLOS VÉLEZ GIRALDO se le brinde la atención integral que necesita para su patología, en tanto tal labor -como ya se dijo- radica en cabeza del Director del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira a órdenes del cual se encuentra en prisión domiciliaria y de la EPS-S CAPRECOM a la que se halla afiliado, frente a quienes se emitieron las órdenes respectivas por parte de la juez constitucional; no obstante ello y por tratarse de una persona detenida se precisa que todas las entidades que de una u otra manera tienen injerencia en la salvaguarda de aquellas situaciones que puedan ser vulneradoras de derechos fundamentales, trabajen de forma mancomunada en la búsqueda del bienestar de los internos, como es el deber del INPEC y de la USPEC.

El concurso que en sentir de la Sala deben prestar tanto el INPEC por intermedio de sus Direcciones General y Regional Viejo Caldas, así como la USPEC, va encaminado a que cada una, dentro del marco de sus competencias, procure la salvaguarda de los derechos fundamentales de la población reclusa, y aunque la entidad recurrente explica que lo relativo a la salud de los internos no le corresponde, de la información que entregaron en sede de tutela las Direcciones del INPEC ya aludidas dan cuenta de lo contrario, y ello es así, por cuanto si bien sería la EPS-S a la que se halla afiliado el enfermo -CAPRECOM- la directamente obligada al suministro de los servicios incluidos en el Plan Obligatorio de Salud, se avizora con meridiana claridad que aquellos que se encuentren por fuera de tal cobertura le compete a la USPEC, conforme lo reglado en el artículo 10 del Decreto 2496/12.
Ahora, aunque la USPEC indica que para cumplir tal cometido suscribió un contrato con QBE SEGUROS para el cubrimiento de las contingencias que se deriven de la prestación del servicio de salud excluido del POS a los internos, esa mera condición no la releva de verificar que efectivamente tal empresa aseguradora cumpla con su deber y por tanto deberá estar atenta a que en el evento de que al señor JUAN CARLOS VÉLEZ GIRALDO se le ordene un procedimiento o tratamiento por fuera del POS, éste le sea brindado sin dilación alguna.
Así mismo y no obstante que la USPEC quiera desprenderse de lo relativo al tema de Salud de los detenidos, de la misma información reportada por quien hoy recurre, se avizora que es tan importante su aporte en tal tema, que tal dependencia en conjunto con el Ministerio de Salud y de la Protección Social es la encargada a la fecha de elaborar el modelo de atención en salud que ordena la Ley 1709/14, por lo que no es lógico considerar que no tenga nada que ver con el fondo del asunto que fue abordado en la presente acción constitucional.

Así las cosas, observa esta Corporación que la decisión de la juez de instancia fue acertada porque para el momento en que se presentó la tutela existía una transgresión a los derechos del interno, y en ese sentido al tratarse de una persona que ostenta una relación de especial sujeción con el Estado, se requiere del trabajo mancomunado de las diferentes entidades adscritas al Sistema Nacional Penitenciario y Carcelario -entre ellas la USPEC- para procurar el cumplimiento a cabalidad de los derechos y garantías fundamentales del señor VÉLEZ GIRALDO.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
         JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencia T-938/07.


� Así por ejemplo, en la sentencia T-845/06 se resolvió “(…), tutelar la salud como derecho fundamental autónomo (…)”.


� sentencia T-736/04. 


� Sentencia T-060/08.


� Sentencia T-324/11.
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